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La mejor opción para tu tiempo libre
Desde el 30 de abril del año 2009, el derecho a la cultura es oficial, pues de acuerdo con las modificaciones realizadas a los artículos 4° y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el primero, según el noveno párrafo “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales” y de acuerdo a la fracción XXV del Artículo 73 se hicieron cambios “Para establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas rurales, elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos concernientes a la cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones; para legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las leyes encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, los Estados y Municipios el ejercicio de la función educativa y las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y coordinar la educación en toda la República.”
Al ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación las reformas a los artículos constitucionales entran en vigor, con lo cual se garantiza, entonces, lo adicionado a ellos, aquí citado.

Sin embargo, como sucede en otras materias en la vida de la república, los cambios constitucionales federales son poco conocidos y, por tanto, consideramos que se puede aplicar el término de que “derecho que no se conoce no se ejerce” y “derecho que no se ejerce, no existe”.

En materia estatal el panorama no es distinto: existió originalmente una Ley de Fomento a la Cultura, a la cual se ha agregado más o menos recientemente una Ley de Cultura, la cual fortalece lo establecido en el párrafo noveno del Artículo 4° constitucional federal, pero el desconocimiento de ello implica que los beneficiarios, los ciudadanos no reclamen los derechos que la constitución, en este caso estatal, les garantizan.

Ante ello, realizamos la siguiente propuesta: que así como desde la escuela primaria a los estudiantes se les entrega el libro Conoce tu Constitución, así, tanto la federación como los estados y municipios se comprometan a publicar y difundir, de manera masiva, efectiva y económica para los ciudadanos, las leyes que en materia de cultura existen, y  las adiciones y cambios que a ellas se realicen, para que los hacedores de la cultura, ciudadanos al fin, como éstos, sepan en qué país viven y qué leyes los rigen.

Lo anterior permitirá que el derecho a la cultura sea una realidad, pero también que quienes hacemos la cultura, sepamos a qué atendernos, qué proponer, a quién hacerlo y cómo, por ejemplo, impulsar una legislación que lleve a la creación de una Secretaría de Cultura a nivel federal, garantice la existencia de secretarías de cultura en los estados y de institutos municipales de cultura en todo el país.

Si, por ejemplo, hasta el momento los hacedores de cultura no se han pronunciado ni han impulsado la creación de una Secretaría de Cultura a nivel federal, la cual sería la máxima autoridad en la materia en la república, no es por desidia o flojera mental: es, simplemente porque desconocen la legislación cultural y sus beneficios, porque sólo se enfrentan, con armas endebles, a la temible burocracia de los organismos que coordina el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes y, más importante aún: están marginados de la participación en la vida legislativa por su ignorancia, la cual es sostenida, incluso por omisión, por un poder que impide la participación de los ciudadanos.     

Un panorama de reforma

Hace años que se habla de un proceso de “Reforma de Estado” y, aun cuando pretendiéramos negarlo, ésta se ha cumplido, para bien o para mal de la República, de las instituciones y, por supuesto, de quienes conformamos la res pública, la cosa pública, la sociedad mexicana, los ciudadanos.

Esa Reforma de Estado no se ha realizado, sin embargo en materia de cultura de manera positiva (pese a los cambios a los artículos 4° y 73 ya citados), y la legislación a nivel federal permite todavía que el ciudadano se muevan en la confusión que origina la multiplicidad de instituciones que se hacen cargo de la gestión cultural en el país, donde hace falta una profunda, seria y reflexiva reestructuración de las instituciones para promover, fomentar, respetar y garantizar el derecho a la cultura lo cual, por ahora, se hará realidad creando un Secretaría de Cultura federal, para no permitir la duplicidad de funciones, la confusión o la omisión como pasa actualmente con el Consejo Nacional para la cultura y las Artes, el Instituto Nacional de Bellas Artes y el Instituto Nacional de Antropología e Historia, por poner sólo tres ejemplos.
Mas ubiquémonos: iniciemos por señalar que entendemos aquí por cultura una de las acepciones propuestas por Bolívar Echeverría: la cultura opuesta a la civilización, entendiendo lo primero como el “mundo dotado de vida espiritual, de semiosis lingüística (lo humano) frente al mundo carente de espíritu y de lenguaje propiamente dicho (lo animal)”, acepción que se complementa con la de oposición “Cultura”/“Civilización”, “lo humano espiritual, desinteresado o supra-estructural frente a lo humano infraestructural, pragmático o material”.    
Y hemos elegido estas definiciones sobre todo en el entendido de que actualmente es el mercado y sus leyes, lo infraestructural, lo pragmático y material el que rige la cultural; mas como anota certeramente Néstor García Canclini en el libro que elaboró con Ernesto Piedras Feria, Las industrias culturales y el desarrollo de México:

“En el caso de la cultura, rápidamente la ciencia económica alcanza sus límites de contribución, porque su actividad no reporta una mercancía cualquiera. Hay principios como los de la especialización, como los de ventajas comparativas y de ventajas competitivas que no se aplican para la cultura. En economía se dice que si un país es más eficiente produciendo zapatos y otros muebles, cada uno deberá dedicarse al producto que sabe hacer mejor, para después venderlo al resto del mundo, y así ambos países terminan con mayor número de bienes al final de la historia. Esa especialización no se aplica en la cultura”.

La realidad es que sí es el mercado el que rige la vida cultural de la república, con lo cual se impone una “cultura oficial, opuesta a la espontánea, [lo cual] es una manera de negar la cultura como el cultivo dialéctico de una identidad que sólo se reproduce en la medida en que se cuestiona, en que se enfrenta a otras, se combina con ellas, defendiéndose de ellas y también invadiéndolas”, tal como lo ha expuesto Bolívar Echeverría.
Esa imposición de una cultura a partir de las leyes del mercado, y la imposición de una cultura oficial (pese a la diversidad que garantiza la Constitución mexicana), son las que impiden la concentración, para su mejor funcionamiento, de las instituciones que deben garantizar el derecho a la cultura, su promoción, su gestión y permanencia.        

Y es por lo anterior, precisamente que debe garantizar la legislación mexicana en la república, en los estados y en los municipios el acceso y disfrute de la cultura, la cual, al basarse en una identidad que se combine con otras, se defienda de ellas y termine invadiéndolas, para su enriquecimiento y beneficio, dé, con ello, una identidad específica, fortalecida a los ciudadanos. 

Derecho, legislación y cultura

“De acuerdo con el doctor Miguel Villoro, por derecho podemos entender el conjunto de normas sociales de conducta consideradas obligatorias por el legislador(a) por considerarlas soluciones justas a los problemas surgidos de la realidad histórica”, nos recuerda la maestra María de los Ángeles Corte Ríos al hablar, precisamente sobre legislación.

Entonces, en materia de legislación cultural, como nos recuerda la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), en México, las principales “disposiciones sobre gestión cultural gubernamental”, no están concentradas en una sola institución, de la cual dependen las demás relacionadas con el tema: “Las principales disposiciones sobre administración cultural gubernamental se refieren en la actualidad fundamentalmente, al Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. La estructura administrativa y jurídica con la que comenzó a operar el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública, respondía en lo esencial, a una agrupación de dependencias gubernamentales surgidas en momentos diferentes y con atribuciones diversas”. 

Deberé citar largamente lo expuesto por la OEI por lo que nos indica, justamente: dónde se origina la confusión, la duplicidad de funciones, la burocracia paquidérmica que, lejos de cumplir con lo establecido en la Constitución mexicana, lo impide: 

“Es por ello que el marco jurídico del Subsector Cultura reviste, aún hoy, una gran complejidad. La acción de los organismos que coordina el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes está regida por un conjunto de nueve leyes, cinco reglamentos, 28 decretos y 21 acuerdos, alrededor de otras 300 disposiciones que contienen referencias sobre el arte o la cultura. A esto se debe añadir que el propio Consejo fue creado por decreto presidencial”.

Y más: “A continuación se enlistan las principales disposiciones jurídicas relacionadas con la cultura y el arte. Existen otras que harían muy extensa esta relación, y algunas que, sin tocar por completo las materias citadas, contienen alguna referencia. Por lo tanto, se pretende mencionar en este informe sólo la regulación con mayor importancia en las materias referidas.

.

Artículos, leyes y decretos. Los principales son: Artículo 3º Constitucional (educación), promulgado el 5 de mayo de 1917 y reformado el 13 de diciembre de 1934, el 30 de diciembre de 1946, el 9 de junio de 1980, el 21 de enero de 1992 y el 5 de marzo de 1993. 

Decreto de creación del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, del 6 de diciembre de 1988 […].

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticas e Históricas, del 6 de mayo de 1972. Reformas: 23 de diciembre de 1974, 31 de diciembre de 1981, 26 de noviembre de 1984, 13 de enero de 1986.

Ley Orgánica del Instituto Nacional de Antropología e Historia, del 3 de febrero de 1939. Reformas: 13 de enero de 1986.

Ley Orgánica del Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura, del 31 de diciembre de 1946. Reformas: 11 de diciembre de 1950.

Ley Federal de Derechos de Autor, del 21 de diciembre de 1963. Reformas: 31 de diciembre de 1981, 11 de enero de 1982, y 17 de julio de 1991. 

Ley General de Educación, del 13 de julio de 1993.

Ley General de Bibliotecas, del 21 de enero de 1988.

Ley Federal de Radio y Televisión, del 8 de enero de 1960. 

Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, del 31 de diciembre de 1975. Reformas: 15 de enero de 1980, 27 de diciembre de 1983, y 18 de noviembre de 1986.

Ley Federal de Cinematografía, del 29 de diciembre de 1992. Reformas: 29 de diciembre de 1998”.
Conclusiones

Por todo lo anterior, proponemos: dado que el Artículo 4° Constitucional, en su párrafo noveno explica que “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La Ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación y expresión cultural”.

Y dado que en la fracción XXV del Artículo 73 de la Constitución mexicana se afirma que “para dictar las leyes encaminadas a distribuir convenientemente entre la Federación, los Estados y Municipios el ejercicio de la función educativa y las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y coordinar la educación en toda la República. Los Títulos que se expidan por los establecimientos que se trata surtirán sus efectos en toda la República.” 

Y finalmente, dado que en la fracción XXIX–Ñ del citado Artículo 73 constitucional, se lee “Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal coordinarán sus acciones en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción XXV de este artículo. Asimismo, establecerán los mecanismos de participación de los sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo noveno del artículo 4o. de esta Constitución”, se propone:

Que la federación, los estados y los municipios, como parte del “ejercicio de la función educativa y las aportaciones económicas correspondientes” inviertan, en los niveles de educación básica, media, media superior y superior, fondos para la difusión de los derechos y obligaciones en materia cultural de los cuales gozan los ciudadanos. Ello deberá hacerse a través de folletos, libros, discos compactos, videos y todos los soportes disponibles, a fin de que hacedores de la cultura y ciudadanos en general, sepan a qué atenerse en materia de legislación cultural.

Lo anterior permitirá la participación ciudadana en la vida pública, en este caso en materia cultural, lo cual podrá dar bases a los ciudadanos para hacer propuestas legislativas, cuestionar las existentes y, llevar, entre otras cosas a la exigencia de la creación de una Secretaría de Cultura a nivel federal, la cual impedirá la falta de una autoridad única y máxima en materia de cultura en el país.     
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